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Dictamen        471/2026 
Expediente      344/2026 

 
 

 
 
 Hble. Sra.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 17 de junio de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 
 

 
De conformidad con la comunicación de 15 de mayo de 2026 (Registro 

de entrada de 18 de mayo), el Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat 

Valenciana ha examinado el procedimiento instruido por Vicepresidencia 
Primera y Conselleria de Vivienda, Empleo, Juventud e Igualdad sobre el 

proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana. 
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D. Francisco Javier de Lucas Martín 
D.ª Fernanda María Lapresta Gascón 
 
Secretari General 
Ilmo. Sr. 
D. Joan Tamarit i Palacios 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

Del examen del expediente administrativo se desprende que: 
 
 

Primero.- El 15 de mayo de 2026 la Vicepresidencia Primera y 
Conselleria de Vivienda, Empleo, Juventud e Igualdad remitió el 

procedimiento instruido para la elaboración del proyecto de decreto, del 
Consell, por el que se aprueba el Reglamento del Registro de Cooperativas de 
la Comunitat Valenciana. 

 
 

Segundo.- Documentación remitida. 

 
El expediente que conforma el procedimiento instruido para la 

elaboración del proyecto de decreto está integrado por la siguiente 
documentación: 

 

1.- Resolución de inicio del Conseller de Educación, Universidades y 
Empleo, de 27 de octubre de 2023. 

 
2.- Consulta pública previa, alegaciones formuladas e informe sobre 

valoración del trámite de consulta pública previa elaborado por el director 

general de Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral, de 17 de octubre de 
2023. 

 

3.- Informe justificativo de la ausencia de gasto relativo a la aprobación 
del proyecto normativo y memoria económica de la norma del director general 

de Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral, de 21 de julio de 2025. 
 
4.- Informe de necesidad y oportunidad de la norma, de 21 de julio de 

2025, realizado por el director general de Trabajo Cooperativismo y Seguridad 
Laboral. 

 

5.- Informe sobre impacto de género y de impacto en la infancia, la 
adolescencia y la familia del director general de Trabajo, Cooperativismo y 

Seguridad Laboral, de 21 de julio de 2025. 
 
6.- Informe del director general de Tecnologías de la información y las 

comunicaciones, de 24 de julio de 2025, y de coordinación informática del 
director general de Trabajo Cooperativismo y Seguridad Laboral, de 9 de julio 

de 2025. 
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7. Informe sobre la posible incidencia del proyecto normativo en las 
competencias de Presidencia y Consellerias, de 22 de julio de 2025, del jefe 

de servicio de Fomento del Cooperativismo y Economía Social e informe sobre 
las alegaciones efectuadas, de 31 de octubre de 2025, del director general de 

Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral. 
 
8.- Trámite de información pública de la norma mediante su publicación 

en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana Número 10211 de 8 de 
octubre de 2025, e informe de valoración de las alegaciones, de 30 de octubre 

de 2025, realizado por director general de Trabajo Cooperativismo y Seguridad 
Laboral. 

 

9.- Informe de huella, de 31 de octubre de 2025, realizado por el director 
general de Trabajo Cooperativismo y Seguridad Laboral. 

 

10.- Informe de la Abogacía de la Generalitat, de 23 de febrero de 2026, 
e informe de adaptación de la norma a las observaciones efectuadas por la 

abogacía, de 13 de mayo de 2026, de la directora general de Trabajo 
Cooperativismo y Seguridad Laboral. 

 

11.-Texto definitivo del proyecto normativo. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES 

 
 

Primera.- Carácter jurídico del dictamen 

 
La autoridad consultante ha instado el dictamen con carácter 

preceptivo, al amparo de lo dispuesto en los artículos 10.4 de la Ley de la 
Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de Creación del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana, en relación con el Proyecto de decreto 

por el que se aprueba el Reglamento del Registro de Cooperativas de la 
Comunitat Valenciana. 

 

Conforme a la STC 18/1982, de 4 de mayo, FJ4º, son reglamentos 
ejecutivos “aquéllos que están directa y concretamente ligados a una ley, a un 
artículo o artículos de una ley, o a un conjunto de leyes, de manera que dicha 
ley (o leyes) es completada, desarrollada, aplicada, pormenorizada y 
cumplimentada o ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Consejo 
de Estado ha caracterizado como aquéllos “cuyo cometido es desenvolver una 
ley preexistente o que tiene por finalidad establecer normas para el desarrollo, 
aplicación y ejecución de una ley”. 
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Y, más concretamente, el Tribunal Supremo, entre otras, en la 
Sentencia (Sala de lo Contencioso) de 21 de mayo de 2013 (núm. rec. 

171/2012), FJ4º, afirma que “Se entiende por reglamentos dictados en 
ejecución de Ley no solo aquellos que desarrollan una Ley determinada sino 
también los que den lugar a cualquier desarrollo reglamentario de preceptos de 
una Ley”. 

 

 En el caso que nos ocupa, la norma proyectada tiene por objeto el 
desarrollo de algunos aspectos concretos del texto refundido de la Ley de 

Cooperativas de la Comunitat Valenciana, aprobado por el Decreto Legislativo 
2/2015, de 15 de mayo, del Consell y, por tanto, no hay duda de que se trata 
de una disposición que pretende completar, desarrollar, pormenorizar o 

aplicar una norma con rango de ley. 
 

 
Segunda.- Marco normativo aplicable y justificación del proyecto 

de decreto 

 
La Constitución Española, en su artículo 129.2, dispone que los poderes 

públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en las 

empresas y fomentarán, mediante la legislación adecuada, las sociedades 
cooperativas. 

 
El Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana reconoció a la 

Generalitat la competencia exclusiva sobre cooperativas, en el artículo 

49.1.21ª. 
 

En el ejercicio de dicha competencia sobre las cooperativas, se aprobó 
la Ley 11/1985, de 25 de octubre, de la Generalitat, de Cooperativas de la 
Comunitat Valenciana, que fue derogada por el Texto Refundido de la Ley de 

Cooperativas de la Comunitat Valenciana, que se produjo mediante el Decreto 
Legislativo 1/1998, de 23 de junio. 

 

El referido decreto legislativo fue derogado por la Ley 8/2003, de 24 de 
marzo de la Generalitat, de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, que fue 

derogada por Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por el 
que aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat 
Valenciana. 

 
Tal y como señala el informe de necesidad de la norma estudiada: 
 

“El presente Reglamento establece como uno de los grandes objetivos el 
aprobar un Reglamento del Registro de Cooperativo adaptado a la Ley 3/2010, 
de 5 de mayo, de la Generalitat, al Decreto 2020/2014, de 12 de diciembre, del 
Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Administración electrónica de 
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la Comunitat Valenciana, y a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de procedimiento 
administrativo común de las Administraciones Públicas. 

 
 La norma también desarrolla y concreta el empleo de medios electrónicos 
establecidos en la Ley Procedimiento Administrativo común de las 
Administraciones Publicas y 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico 
del Sector público para garantizar la tramitación telemática de los 
procedimientos administrativos e impulsar la relación de la ciudadanía con la 
administración a través de dichos medios. 
 
 La presentación telemática de los libros sociales y contables en el 
Registro de Cooperativas, así como que éstos ya no se conservan de manera 
física sino informática, unido al hecho de la desaparición paulatina del papel, 
determina la oportunidad de eliminar el depósito de los libros sociales y 
contables en el momento de la liquidación de la cooperativa, siempre que las 
personas liquidadoras se obligan a conservarlas. 
 
 Es necesario establecer una regulación que haga compatible las 
funciones 
registrales con los medios que puedan proporcionar el desarrollo de las nuevas 
tecnologías y la legislación vigente. 

 

La norma recoge la aplicación en todas sus actuaciones del Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento 
de datos personales y a la libre circulación de estos datos, la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y el resto de normativa vigente en materia de protección 
de datos de carácter personal, dando respuestas a nuevas realidades de la 
sociedad. 

 
 Se desprende la necesidad y oportunidad de este reglamento que tiene 
por objeto completar y desarrollar la mencionada Ley de Cooperativas, en la 
parte que afecta al Reglamento del Registro, derogando el que ahora está en 
vigor, que data del año 1986, con intención de hacerlo menos complejo y más 
eficaz, en orden a una mayor eficiencia en la gestión administrativa de los 

expedientes registrales. De igual modo se agilizan los procedimientos, 
especialmente, la regulación detallada de estos, la reducción de algunos plazos, 
y la simplificación y en su caso, supresión de trámites.” 
 

Por consiguiente, concluimos que la Generalitat y, en concreto, el 

Consell, de acuerdo con lo expuesto previamente y en ejercicio de la potestad 
reglamentaria que tiene reconocida por los artículos 31 y siguientes de la Ley 

del Consell, resulta competente para aprobar este proyecto de decreto. De 
igual modo, resulta adecuado el instrumento normativo formalmente 
empleado.   
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Tercera.- Procedimiento de elaboración del proyecto de decreto 
 

El proyecto de decreto estudiado se elaboró y tramitó siguiendo el cauce 
que, para la elaboración de las disposiciones reglamentarias autonómicas, se 
prevé en el artículo 43 de la Ley de la Generalitat 5/1983, de 30 de diciembre, 

del Consell. 
 

Además, del citado procedimiento del artículo 43 de la Ley valenciana 
5/1983, algunos aspectos concernientes sobre todo al fomento de la 
participación ciudadana, se completan con las especificaciones de la Ley de 

la Generalitat 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen Gobierno y 
Participación Ciudadana de la Comunitat Valenciana, a lo que se añade que 
dicho procedimiento fue objeto de desarrollo reglamentario mediante el 

Decreto del Consell 24/2009, de 13 de febrero, sobre la forma, la estructura 
y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la 

Generalitat. 
 
Así, consta Resolución de inicio del procedimiento de aprobación del 

proyecto de decreto, de 27 de octubre de 2023. 
 

Se ha llevado a cabo el trámite de consulta pública previa, previsto tanto 
en el apartado 1 del citado artículo 133 de la LPACAP, como en los artículos 
14 y 15 de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de Participación 

Ciudadana y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana (Ley 
4/2023, de 13 de abril). Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 
el anuncio publicado en el DOGV en fecha 17 de febrero de 2023 en el que se 

informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual pudo consultarse 
en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat GVA Participa hasta 

el día 3 de marzo de 2023. Asimismo, consta informe relativo a este trámite 
de 17 de octubre de 2023. 

 

Consta el informe sobre la necesidad de la norma, de 21 de julio de 
2025, del director general de Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral y  
memoria económica, de 21 de julio de 2025, en la que se afirma que “el 

proyecto de Decreto no comporta obligaciones económicas, no supondrá 
incremento ni disminución del gasto público, así como tampoco supondrán 
repercusión presupuestaria alguna para la Generalitat Valenciana, por lo que 
no resulta necesario elaborar ficha de impacto presupuestario (FIP).” 

 
De conformidad con el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, 

de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones: 
“cuando de la memoria económica se desprenda que su aplicación no comporta 
gasto no será necesario solicitar el informe citado en el apartado 1, siempre 
que, en el texto que se someta a aprobación o autorización, se incluya, a través 
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de la incorporación de un apartado, artículo, disposición o cláusula específica, 
una referencia expresa a la no incidencia presupuestaria de la actuación en 
cuestión”. 

 

A este respecto, se ha incorporado en la disposición adicional séptima 
del proyecto de decreto una referencia expresa a la “incidencia presupuestaria” 
de la norma, por lo que se cumple con lo previsto en el citado artículo 26.3 de 

la Ley 1/2015. 
 

Durante la tramitación del procedimiento, se recabarán todos aquellos 
informes que se consideren necesarios, tal y como dispone expresamente los 
artículos 43.1, d) y 53.1 de la Ley del Consell. 

 
A propósito de lo anterior, se ha emitido por parte de la Dirección 

General de Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral un informe sobre 
impacto por razón de género, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 
4 bis de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la igualdad entre 

mujeres y hombres. También constan los informes sobre impacto en la 
familia, la infancia y la adolescencia, en cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de Protección del Menor y 

en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de Protección de las 
Familias Numerosas, todos ellos emitidos por la Dirección General de 

Simplificación Administrativa. 
 
En relación con los informes sobre impacto por razón de género, en la 

infancia, la adolescencia y la familia, como ya ha declarado reiteradamente 
este Consell en anteriores dictámenes sobre proyectos normativos, deberían 

haber sido emitido por los órganos de la Administración especializados y 
competentes en la materia (Dictámenes 569/2016, 773/2016 y 567/2021, 
entre otros). 

 
Por otro lado, para que los informes de impacto resulten efectivos tienen 

que contener una serie de datos que permitan el análisis sobre la situación 

en el ámbito en el que la norma desplegará sus efectos. Reunida esta 
información se podría determinar si la norma de referencia tiene impacto 

positivo o negativo para, en caso de impacto negativo, adoptar las medidas 
pertinentes en el ámbito de la norma proyectada (Dictamen 383/2017, por 
todos). 

 
Se ha incorporado, asimismo, el informe favorable de coordinación 

informática por parte de la DGTIC, de fecha 24 de julio de 2025. 

 
Por otro lado, el artículo 133.2 de la LPACAP y los artículos 14 y 16 de 

la Ley 4/2023, de 13 de abril, prevén la realización de un trámite de audiencia 
e información pública. Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 
el anuncio publicado en el DOGV núm. 10211, de fecha 6 de octubre de 2025, 
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en el que se informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual pudo 
consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat GVA 

Participa. 
 

Asimismo, consta informe relativo al trámite de información pública, 
emitido por la Dirección General de Trabajo, Cooperativismo y Seguridad 
Laboral, de fecha 30 de octubre de 2025. 

 
Consta, también, el informe negativo de huella de los grupos de interés 

del proyecto de decreto, emitido por el Director General de Trabajo, 
Cooperativismo y Seguridad Laboral, de fecha 31 de octubre de 2025, por lo 
que se da cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 18.1 de la Ley 25/2018, 

de 10 de diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de interés de la 
Comunitat Valenciana y 21 del Decreto 172/2021, de 15 de octubre, del 
Consell, de desarrollo de la Ley 25/2018, de 10 de diciembre, reguladora de 

la actividad de los grupos de interés de la Comunitat Valenciana. 
 

Adicionalmente, se ha remitido el expediente a la Presidencia y 
Consellerías a efectos de que pudiesen alegar cuanto estimasen oportuno. A 
este respecto, consta informe del director general de Trabajo, Cooperativismo 

y Seguridad Laboral, de 31 de octubre de 2025 de alegaciones.  
 

Consta certificación emitida, el 13 de mayo de 2026, del informe 
favorable emitido por el Pleno del Consell Valencià de Cooperativisme, al 
amparo del artículo 2 del Decreto 206/2017, de 15 de diciembre del Consell, 

por el que se regula el Consejo Valenciano del Cooperativismo.  
 
Se ha incorporado al expediente el informe preceptivo de la Abogacía 

General de la Generalitat, de conformidad a los artículos 43.1, e) de la Ley del 
Consell y 5.2, a) de la Ley de la Generalitat 10/2005, de 9 de diciembre, de 

asistencia jurídica a la Generalitat. Asimismo, consta informe sobre las 
observaciones recibidas de la Abogacía de la Generalitat con relación al 
proyecto de decreto, emitido por la Dirección General de Trabajo, 

Cooperativismo y Seguridad Laboral, de fecha 13 de mayo de 2026. 
 
 

Cuarta.- Estructura y contenido del proyecto de decreto 
 

El texto del proyecto consta de un Preámbulo, un artículo único (sin 
titular), en el que se integra un Anexo titulado Reglamento del Registro de 
Cooperativas de la Comunitat Valenciana con ochenta y un artículos, siete 

Disposiciones Adicionales, una Disposición Transitoria Única, dos 
Disposiciones Derogatorias y dos Disposiciones Finales. 

 
Se estructura de la siguiente manera: 
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PREÁMBULO 
 

Artículo único  
 

Anexo. REGLAMENTO DEL REGISTRO DE COOPERATIVAS DE LA 
COMUNITAT VALENCIANA  

 

TÍTULO I. Objeto, ámbito competencial, principios y estructura del 
Registro de Cooperativas  

CAPÍTULO I. Objeto del Registro y principios de actuación  
Sección 1ª. Objeto, ámbito, carácter y competencias  
Artículo 1. Objeto, carácter público y ámbito competencial 

Sección 2ª. Principios de actuación  
Artículo 2. Principios registrales  
Artículo 3. Publicidad material 

Artículo 4. Publicidad formal 
Artículo 5. Legalidad  

Artículo 6. Legitimación 
Artículo 7. Prioridad 
Artículo 8. Tracto sucesivo 

Sección 3ª: Estructura del Registro, funciones y personas encargadas 
del Registro 

Artículo 9. Estructura del Registro   
Artículo 10. Funciones  
Artículo 11. Personas encargadas del Registro 

 
TÍTULO II. FUNCIONAMIENTO DEL REGISTRO  
CAPÍTULO I. Libros del Registro 

Artículo 12. Libros  
Artículo 13. Libro diario 

Artículo 14. Libro de inscripción de cooperativas 
Artículo 15. Libro de inscripciones de uniones, de federaciones y 

Confederación de Cooperativas de la Comunitat Valenciana  

Artículo 16. Libro de nombramientos de cargos sociales 
Artículo 17. Libro de legalización de libros.  
Artículo 18. Libro de depósito de cuentas 

Artículo 19. Libro de reserva de denominaciones.  
CAPÍTULO II. EXPEDIENTES Y ASIENTOS  

Sección 1ª. Expedientes  
Artículo 20. Expediente registral  
Sección 2ª. Asientos  

Artículo 21. Asientos registrales 
Artículo 22. Ordenación y contenido de los asientos  

Artículo 23. Rectificación de los errores en los asientos 
Artículo 24. Traslado de inscripciones  
CAPÍTULO III. PROCEDIMIENTO: REGLAS DE CARÁCTER GENERAL  
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Sección 3ª. Procedimiento  
Artículo 25. Tramitación electrónica de los procedimientos  

Artículo 26. Calificación 
Artículo 27. Caracteres y efectos de la calificación 

Artículo 28. Recursos 
Artículo 29. Inscripción parcial del título  
 

TÍTULO III. ACTOS Y TÍTULOS INSCRIBIBLES Y DEPÓSITOS DE 
CUENTAS ANUALES  

CAPITULO I. REGLAS GENERALES  
Artículo 30. Título inscribible  
Artículo 31. Actos objeto de inscripción  

CAPÍTULO II. ACTOS Y TÍTULOS INSCRIBIBLES  
Sección 1ª. Inscripción de la Constitución  
Artículo 32. Dictamen previo de la cooperativa en formación 

Artículo 33. Inscripción de la constitución de la cooperativa 
Artículo 34. Procedimiento abreviado de constitución 

Sección 2ª. Inscripción de cargos sociales, apoderamientos y expertos 
Artículo 35. Nombramiento y cese de cargos sociales 
Artículo 36. Nombramiento de personas auditoras y de personal experto 

independiente  
Artículo 37. Delegación de facultades y otorgamientos de poder  

Sección 3ª. Inscripción de actuaciones judiciales  
Artículo 38. Situaciones concursales y declaraciones de insolvencia 
Artículo 39. Anotación preventiva de la demanda de impugnación o de 

arbitraje de acuerdos sociales 
Sección 4ª. Inscripción de la modificación de los estatutos sociales.  
Artículo 40. Modificación de los estatutos sociales.  

Sección 5ª. Inscripción de la disolución, liquidación y descalificación 
Artículo 41. Disolución 

Artículo 42. Nombramiento de personas liquidadoras 
Artículo 43. Reactivación de la cooperativa 
Artículo 44. Finalización de la liquidación, extinción de la cooperativa y 

cancelación de asientos registrales 
Artículo 45. Procedimiento abreviado de disolución y liquidación 
Artículo 46. Descalificación de la cooperativa 

Sección 6ª. Inscripción de cooperativas con características especiales 
Artículo 47. Inscripción de secciones de crédito 

Artículo 48. Constitución, modificación y extinción de secciones o fases 
en cooperativas de viviendas 

Artículo 49. Inscripción de cooperativas escolares  

Sección 7ª. Uniones, Federaciones y Confederaciones de Cooperativas 
Artículo 50. Cooperativa de segundo grado, consorcios y otras uniones  

Artículo 51. Inscripción de uniones y federaciones del cooperativismo 
valenciano 
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Artículo 52. La Confederación de Cooperativas de la Comunitat 
Valenciana  

Sección 8ª Otras inscripciones 
Artículo 53. Fusión  

Artículo 54. Escisión  
Artículo 55. Transformación de cooperativas en otras entidades 
Artículo 56. Transformación de entidades no cooperativas en 

cooperativas 
Artículo 57. Cesión global del activo y del pasivo 

Artículo 58. Inscripción de la sede electrónica de la cooperativa y su 
nombre de dominio  

CAPÍTULO III. DEPÓSITOS DE CUENTAS ANUALES  

Sección 1ª. Depósito de cuentas anuales  
Artículo 59. Documentación a presentar en los depósitos de cuentas 

anuales 

Artículo 60. Publicidad de las cuentas depositadas.  
Artículo 61. Conservación de los documentos depositados 

Artículo 62. Cierre del Registro por falta de depósito de cuentas 
Artículo 63. Depósito de los Estados financieros de ejercicio, el Informe 

de gestión y el Informe de auditoría de las Uniones y Federaciones de 

cooperativas y de la Confederación de cooperativas de la Comunitat 
Valenciana 

 
TÍTULO IV. OTRAS FUNCIONES DEL REGISTRO  
Sección 1ª. Legalización de los libros sociales y contables  

Artículo 64. Legalización de libros  
Artículo 65. Tramitación de la solicitud  
Artículo 66. Procedimiento de legalización 

Artículo 67. Libros de actas 
Artículo 68. Los libros de registro de personas socias y asociadas, y de 

aportaciones sociales 
Artículo 69. Rectificación y sustitución de libros  
Artículo 70. Conservación de libros y otros documentos por parte de la 

cooperativa 
Sección 2º. Publicidad  
Artículo 71. Certificación.  

Artículo 72. Nota simple informativa.  
Sección 3ª. Denominación social.  

Artículo 73. Denominación.  
Artículo 74. Acreditación documental de la inexistencia de 

denominación idéntica.  

Artículo 75. Certificación negativa de denominación social expedida por 
el Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana.  

Artículo 76. Reserva temporal de denominación 
Artículo 77. Cancelación de denominaciones.  
Artículo 78. Certificación estatal de denominación 
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Sección 4ª. Función consultiva.  
Artículo 79. Función consultiva.  

Sección 5ª. Reconocimientos de la declaración de utilidad pública y de 
la consideración de iniciativa social y calificación como cooperativa no 

lucrativa 
Artículo 80. Declaración de cooperativa de utilidad pública y 

consideración de cooperativa de iniciativa social 

Artículo 81. Calificación de cooperativa de carácter no lucrativo 
 

Disposición adicional primera. Efectividad de la legalización de los 
libros y del depósito de cuentas realizado en el Registro Mercantil.  

Disposición adicional segunda. Aplicación supletoria de otras normas 

Disposición adicional tercera. Tratamiento de datos de carácter 
personal 

Disposición adicional cuarta. Medidas de interoperabilidad y seguridad 

Disposición adicional quinta. Modelos de Estatutos para los 
procedimientos abreviados de constitución 

Disposición adicional sexta. Competencia para la resolución de los 
recursos en vía administrativa  

Disposición adicional séptima. Incidencia presupuestaria  

 
Disposición transitoria 

 
Disposición derogatoria primera  
Disposición derogatoria segunda  

 
Disposición final primera. Desarrollo reglamentario 
Disposición final segunda. Entrada en vigor 

 
 

Quinta.- Observaciones al texto del proyecto 
 
 

Observaciones al Preámbulo 
 
En el Preámbulo se debería realizar una mención a las competencias en 

virtud de las cuales se adopta la norma, de acuerdo con el artículo 11.1 del 
Decreto 24/2009, de 13 de febrero, del Consell, sobre la forma, la estructura 

y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la 
Generalitat. 

 

En concreto se debería citar el artículo 129.2 de la Constitución 
Española de acuerdo con el cual los poderes públicos promoverán eficazmente 

las diversas formas de participación en las empresas y fomentarán, mediante 
la legislación adecuada, las sociedades cooperativas y el artículo 49.1.21.ª del 
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Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana, que reconoce a la 
Generalitat, la competencia exclusiva sobre cooperativas. 

 
Por otro lado, en la parte expositiva del proyecto normativo objeto de 

consulta se expone que “Con ello se da cumplimiento a lo prevenido por el 
artículo 129.1 de la LPACAP, en relación con la obligación de justificar, en la 
exposición de motivos, la adecuación de la norma reglamentaria a los principios 
de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y 
eficiencia”. Sin embargo, no se justifica de manera individualizada el 

cumplimiento de cada uno de estos principios. 
 

En este sentido, como ha declarado este Consell reiteradamente y como 

ha declarado el Consejo de Estado (por todos, Dictamen 767/2020, de 22 de 
diciembre), “no basta con mencionar (...) la adecuación general a tales 
principios, sino que debe ofrecerse una justificación, aun somera, de las 
razones que conducen a concluir que esa adecuación existe”. 

 
Por ello, deberá justificarse, concreta y expresamente, el cumplimiento 

de la norma proyectada en lo que a cada uno de los principios de buenes 

regulación se refiere.  
 

Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 

 

Además, deberá hacerse referencia también al artículo 59 de la Ley 
1/2022, de 13 de abril, de Transparencia y Buen Gobierno de la Comunitat 
Valenciana, en virtud del cual “El Consell debe ejercer la iniciativa legislativa 
y la potestad reglamentaria de forma que las normas cumplan los principios de 
necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y 
eficiencia propios de la buena regulación, y que el proceso de su elaboración 
sea transparente y participativo”. 

 
 Por otra parte, en la página 7 del preámbulo se contiene el siguiente 
párrafo: “Este Reglamento nace con vocación de permanencia. Ello no obstante, 
en el plazo de dieciocho meses desde su entrada en vigor, la Dirección General 
competente en materia de cooperativas, a través de los responsables del 

Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, junto a la Confederación 
de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, evaluarán conjuntamente los 
efectos de la aplicación de la nueva norma y valorarán el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en el momento de su aprobación, con una consideración 
especial a los procesos de modernización y simplificación en los que está 
inmersa la Generalitat Valenciana. En función de dicha evaluación, se 
analizará la necesidad de introducir cambios en el presente Reglamento y, en 
su caso, si así lo considera el legislador, la Generalitat impulsará la 
correspondiente modificación para introducir las mejoras oportunas”. 
Consideramos que lo que se expone en este párrafo del preámbulo es más 
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propio de una Disposición final, conforme a lo que dispone el artículo 33.4 del 
Decreto 24/2009, ya que afecta al desarrollo del decreto. 

 
 

A la fórmula de aprobación 
 
La fórmula de aprobación está compuesta de diversos elementos, y 

entre ellos la facultad de propuesta que corresponde a la persona titular de la 
Conselleria que insta la aprobación de la disposición que se elaboró en su 

departamento. Así pues, este es el primer elemento que debe constar al 
principio de la redacción de la fórmula de aprobación, en el presente caso tras 
la locución adverbial “Por todo ello”. 

 
En la fórmula de aprobación existe una referencia a los trámites de 

consultas previas y de información y audiencia pública, así como al informe 
preceptivo de la Abogacía de la Generalitat. No obstante, debemos recordar 
que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2 del Decreto 24/2009, 

de 13 de febrero, “la fórmula aprobatoria hará referencia a los informes 
preceptivos (…)” Por ello, debe incluirse una alusión no solo al informe 

evacuado por la Abogacía sino a todos los informes preceptivos que hayan 
sido emitidos a propósito de la tramitación del proyecto normativo. En este 
sentido, y para evitar establecer una relación exhaustiva de cada uno de los 

informes preceptivos que se han tenido en cuenta en la elaboración de la 
norma proyectada, se sugiere la inclusión de la siguiente fórmula: “con todos 
los informes preceptivos solicitados”. 

 

Por otro lado, la redacción de la fórmula aprobatoria incluye solamente 
la referencia “oído el Consell Jurídic Consultiu”, si bien en el caso de aprobarse 
el proyecto de decreto tendrá que utilizarse la fórmula legal que corresponda, 

bien “conforme con el Consell Jurídic Consultiu”, bien “oído el Consell Jurídic 
Consultiu”, según proceda, en aplicación del artículo 2.5 de la Ley de la 

Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana. 

 

Al artículo único. 
 

El artículo único del decreto proyectado deberá titularse, por ejemplo, 
con el título: Aprobación del Reglamento del Registro de Cooperativas de la 
Comunitat Valenciana. 

 
Observaciones al Anexo  

 
 A la colocación del anexo 
 

La colocación del anexo no se ajusta a lo que dispone el artículo 35 del 
Decreto, del Consell, 24/2009, de 13 de febrero, sobre la forma, la estructura 
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y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la 
Generalitat: 

 
“1. Los anexos se colocarán ordenados al final del proyecto normativo. Se 

titularán siempre y de haber varios se numerarán con caracteres romanos.  
 
2. La indicación de «Anexo» con su respectiva numeración se situarán 

centrados. Debajo de dicha indicación se situará el título, también centrado.  
 
3. En la parte dispositiva habrá una referencia clara al anexo o a los 

anexos, cuando corresponda”.  
 

 Recomendamos que el anexo se traslade a continuación de las 
disposiciones de la parte final y que en el artículo único del decreto se diga 

“Se aprueba el reglamento del Registro de Cooperativas de la Comunitat 
Valenciana con el texto que se contiene en el anexo único de este decreto”.  

 
 Por otra parte, debe tenerse en cuenta que algunas de las disposiciones 
se refieren al decreto que aprueba el reglamento y otras al propio reglamento; 

por ello, como parte final del decreto, a continuación del artículo único, se 
incluirán, cambiando la numeración cuando proceda, las siguientes 

disposiciones: 
 

Disposición adicional séptima. Incidencia presupuestaria 

Disposición derogatoria primera 
Disposición derogatoria segunda 
Disposición final primera. Desarrollo reglamentario 

 Disposición final segunda. Entrada en vigor 
 

 Las disposiciones derogatorias, además, deberán titularse con un título 
que haga referencia a su contenido (la derogación del Decreto 136/1986 y de 
la Orden 5/2020, respectivamente). Y la derogación de carácter general que 

se hace al final de la primera podría pasar a constituir una tercera disposición 
derogatoria. 
 

Las restantes disposiciones se ubicarán como parte final del texto del 
reglamento. 

 
 Artículo 3. Publicidad material y Artículo 6. Legitimación 
 

 En estos preceptos se hace una reproducción de un precepto de la Ley 
de Cooperativas, si bien dicha reproducción no es exacta o literal. 

 
Los artículos 3.5 y 6 del Decreto 24/2009 disponen respectivamente 

que: “No se reproducirán otras normas excepto en los supuestos de delegación 
legislativa o que la coherencia o mejor comprensión del texto lo exija”, y que: 
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“Cuando se tengan que reproducir, de acuerdo con aquello que se ha señalado 
en el punto anterior, preceptos de una ley, decreto legislativo o decreto ley en 
un proyecto de disposición de carácter general, se transcribirán literalmente y 
se indicará el precepto que se reproduce”. 

 
Como ya se indicó en, entre otros, los Dictámenes de este Consell núms. 

188/2010, 592/2017, 151/2018 y 696/2024, en el caso de la reproducción 
(no literal en la mayoría de los casos) existe un problema añadido, que es la 
confusión que crearía al intérprete si se modificara aquélla, lo que, además, 

"introduce un factor de irregularidad en el ordenamiento" y de posible 
confusión de lo vigente en cada momento, motivo por el que se aconseja la 
revisión de la redacción de los artículos proyectados. 

 
 La Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 150/1998, de 30 de 

julio, advierte de los peligros de esta práctica normativa: 
 

“Este Tribunal ha afrontado desde sus inicios el problema de la 
reproducción parcial de unas normas del ordenamiento por otras inferiores en 
jerarquía o pertenecientes a un subsistema diferente. Se trata de una técnica 
normativa que, a pesar de ser propicia en el marco de un Estado compuesto, 
con múltiples centros de emanación de disposiciones normativas, encierra 
algunos peligros con relevancia constitucional. Ya en la STC 40/1981, de 18 de 
diciembre, FJ 1 c), advertimos de los inconvenientes de utilizarla, dado que 
“esta técnica duplicativa se presta a un margen de inseguridad y error […], y 
siempre queda sometida a la necesidad de atender en su día a las eventuales 
modificaciones de las normas superiores así ‘incorporadas’ al ordenamiento de 
rango inferior”. Poco después, en la STC 10/1982, de 23 de marzo, FJ 8, 
apreciamos la inconstitucionalidad de un precepto autonómico, no porque su 
contenido fuese materialmente contrario a la Constitución, sino precisamente 
por ser reiteración innecesaria de un precepto estatal, con algunas adiciones 
inocuas”. 
 

En consecuencia, y como ya se advirtió por este órgano consultivo en 
los dictámenes citados, convendría que se revisara la redacción de los 
artículos 3 y 6 y ajustarla a lo que dispone el artículo 15 de la Ley de 

Cooperativas, de manera que se evite cualquier contradicción entre unos y 
otro. 
 

 Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 

 
 Artículo 4. Publicidad formal 
 

 En el apartado 1 recomendamos se suprima la frase final “obtenidos a 
partir de los documentos presentados para su inscripción o depósito”, por 

resultar innecesaria, ya que las notas y los certificados se expiden en relación 
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con los asientos que se han practicado, no de los documentos presentados, 
que pueden ser inscritos o no. 

 
Artículo 8. Tracto sucesivo 

 
El apartado sexto del precepto se remite a los señalado en el artículo 42 

del vigente Decreto Legislativo 2/2015. Para mayor concreción se recomienda 

que se especifique que la remisión es al artículo 42 apartado 1. 
 

Además, la remisión debe hacerse al artículo 42 “del texto refundido de 
la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, aprobado por el Decreto 
Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell”, no al Decreto legislativo, que 

solo tiene un artículo, el artículo único, que precisamente aprueba el texto 
refundido de la ley que tiene 122 artículos, entre ellos el 42 al que se remite 

el precepto que se analiza. 
 

Artículo 10. Funciones 

 
El apartado segundo del precepto regula las funciones de la oficina 

central. 
 

El artículo 13.1 de la citada Ley de Cooperativas de la Comunitat 

Valenciana expresa que la oficina central tendrá competencia respecto de las 
cooperativas de seguros, las de crédito y aquellas otras que cuenten con 
sección de crédito, así como de las uniones y federaciones de cooperativas y 

la confederación, y las cooperativas de cualquier clase que tengan un ámbito 
de actuación de Comunitat Valenciana. 

 
Este Consell considera conveniente que se especifique lo dispuesto en 

el referido artículo 13.1 de la Ley de Cooperativas en el apartado segundo del 

precepto estudiado. 
 

El apartado tercero del artículo 10 expresa lo siguiente: 
 
“A los efectos de determinar la competencia del Registro de Cooperativas 

de la Comunitat Valenciana, en los títulos inscribibles relativos a la constitución 
de entidades cooperativas, reactivación, adaptación de las inscritas a la 
legislación vigente, modificación del objeto social o del ámbito de la actividad 
cooperativizada, deberán constar la manifestación expresa de que la actividad 
cooperativizada se desarrolla, o está previsto que se desarrolle, exclusiva o 
mayoritariamente en el territorio de la Comunitat Valenciana, de conformidad 
con el ámbito establecido en sus estatutos. No obstante, la persona encargada 
del Registro podrá denegar la inscripción cuando aprecie incongruencia entre 
los estatutos sociales, la denominación de la entidad y el municipio, municipios 
o territorio previstos en los estatutos como ámbito territorial para el desarrollo 
de la actividad cooperativizada.” 
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Sería aconsejable que se añadiera que la denegación de la inscripción 

se realice previa audiencia de la entidad cooperativa. 
 

Artículo 28. Recursos 
 
En el apartado primero, al señalar los recursos que caben, se establece 

que “podrán interponer el recurso correspondiente”. Sería más adecuado hacer 
constar que “podrán interponer recurso de alzada”. 

 
Artículo 29. Inscripción parcial del título 
 

Los apartados 2 y 3 se encuentran redactados de la siguiente manera: 
 

“2. Si los defectos apreciados afectaran a una parte del título y no 
impidieran la inscripción del resto, deberá practicarse su inscripción parcial, 
siempre que así constara la solicitud en el título presentado.  

 
para la interposición del recurso las personas físicas o jurídicas 

interesadas en la inscripción del asiento y, en todo caso, el notario o la notaria 
autorizante. La interposición de recurso se hará constar mediante nota 
marginal en la hoja registral de la entidad; del mismo modo, se hará constar la 
resolución que resuelva el recurso interpuesto. 

 
3.Contra la resolución del recurso administrativo solo cabe interponer 

recurso contencioso administrativo en los términos previstos en la legislación 
especial del procedimiento contencioso administrativo.” 

 
Entiende este Consell que tanto el segundo párrafo del apartado 2 como 

el apartado 3 ya se encuentran comprendidos en el artículo 28, por lo que se 

deberían suprimir. 
 

Artículo 31. Actos objeto de inscripción 
 

El título debería modificarse mediante la adición del adjetivo 

“obligatoria” a continuación de “inscripción”, para ajustarlo al contenido dado 
del precepto, que se refiere a aquellos actos que se han de inscribir 

“obligatoriamente”. 
 

Artículo 33. Inscripción de la constitución de la cooperativa 

 
El apartado quinto del precepto expresa que “En el plazo de un mes 

desde la presentación de la escritura de constitución, el Registro procederá a 
su inscripción o la denegará, notificando a las personas interesadas los motivos 
por los cuales es denegada y los recursos de que disponen contra dicha 
resolución. Si existieran defectos subsanables, se extenderá la correspondiente 



 19 

anotación preventiva, y los defectos deberán ser subsanados por las personas 
administradoras en el plazo de tres meses.” 

 
Sería conveniente que se hiciera referencia a las consecuencias si no se 

subsana el defecto en el plazo señalado. 
 
Artículo 60. Publicidad de las cuentas depositadas 

 
 En el apartado 1 se habla de “persona interesada” y en el apartado 2 se 

hace referencia a “persona que acredite la condición de interesada”. 
Consideramos que se está haciendo referencia a un mismo supuesto, por lo 
que debería unificarse la expresión. 

 
Disposición transitoria  

 
Al contener la norma una única disposición transitoria, esta debería 

denominarse “Disposición transitoria Única”.  

 
Además, el título de la disposición incorpora su contenido conforme a 

lo que dispone el artículo 28.2 del ya citado Decreto, del Consell, 24/2009 en 
relación con las disposiciones de la parte final (“Las disposiciones irán 
tituladas. El título expresará brevemente el contenido de la disposición”), por lo 

que se aconseja titularla del siguiente modo: “Régimen transitorio”. 
 

Todo esto deberá incorporarse también al índice. 
 
Disposición derogatoria primera 

 
Al igual que en el comentario anterior, debería incorporar al título su 

contenido, por lo que se aconseja titularla “Derogación normativa anterior”. 
 
Igualmente deberá incorporarse al índice. 

 
Disposición derogatoria segunda 
 

El artículo 32 del Decreto del Consell 24/2009, de 13 de febrero, no 
especifica que las disposiciones derogadas deban guardar una relación 

material con la norma que se proyecta, pero ello no significa que pueda 
incluirse en la disposición derogatoria única, sin más, cualquier norma con 
independencia de su contenido. 

  
Como es sabido, la previsión de disposiciones derogatorias en las 

normas está conectada con el principio de seguridad jurídica y la 
cognoscibilidad del derecho por parte de las personas que lo deben aplicar. 
Así, el artículo 129.4 de la LPACAP señala que “A fin de garantizar el principio 
de seguridad jurídica, la iniciativa normativa se ejercerá de manera coherente 
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con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, para 
generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de 
certidumbre, que facilite su conocimiento y comprensión y, en consecuencia, la 
actuación y toma de decisiones de las personas y empresas”.  

 
Por tanto, entendemos que, desde la perspectiva de la seguridad 

jurídica, el ejercicio de una iniciativa normativa coherente debe 

circunscribirse a derogar aquellas normas que tengan una vinculación 
evidente con la norma proyectada, pues, precisamente, su derogación trae 

causa de las consecuencias que irradia sobre el ordenamiento jurídico la 
aprobación de esta última. 

  

En el caso examinado, la orden objeto de derogación no guarda relación 
alguna con el objeto del decreto proyectado. Trata sobre unas bases 

reguladoras y el establecimiento del procedimiento de concesión de las ayudas 
del Programa de fomento del trabajo autónomo en la Comunitat Valenciana, 
que además fueron elaboradas por la Conselleria de Economía Sostenible, 

Sectores Productivos, Comercio y Trabajo. Y tampoco aparece en el preámbulo 
ninguna razón que justifique o explique el motivo por el cual se procede a la 
derogación de dichas bases. 

 
Más aún, la falta de referencia en el título de la norma proyectada a que 

esta también tiene por objeto derogar dicha orden podría dificultar a los 
operadores jurídicos tener conocimiento de que se ha procedido a su 
derogación. 

 
Por todo ello, este Consell Jurídic Consultiu recomienda que no se 

incluyan en la disposición derogatoria normas desprovistas de conexión 
alguna con el proyecto de decreto o, en caso de incorporarse, que se explique 
debidamente en la parte expositiva el motivo por el cual se procede a su 

derogación y se haga referencia explícita a dicha derogación en el título de la 
norma. 

 

De mantenerse, se debería incorporar su contenido igualmente al título 
de la disposición derogatoria segunda y al índice, por lo que se aconseja 

titularla “Derogación de la Orden 5/2020”. 
 

Además, entendemos que debería suprimirse la última frase (“y todas 
aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido 
en dicha Orden”), ya que se trata de la derogación que en su momento ya 

produjo la orden que ahora se deroga, por lo que resulta injustificado que se 
vuelvan a derogar todas las disposiciones que fueron derogadas por una orden 
que ahora se pretende derogar también. 

 
 

Sexta.- Cuestiones de técnica normativa y aspectos de redacción 
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Con carácter general, el centro directivo encargado de la elaboración y 

de la tramitación de este proyecto de decreto, que fue la Dirección General de 
Trabajo, Cooperativismo y Seguridad Laboral, atendió el cumplimiento de los 

criterios de sistemática y de técnica normativa establecidos en los preceptos 
y en las reglas del Decreto 24/2009, de 13 de febrero. 
 

En cuanto a la redacción del texto del proyecto normativo, se constata 
que ha sido bastante cuidadosa y atenta, utilizando un lenguaje 

administrativo moderno, inclusivo y sin discriminación de género, lo que sin 
duda influye en la calidad de este proyecto de decreto. No obstante, 
recomendamos se evite el empleo del signo “/” para diferenciar entre mujeres 

y hombres, como se hace en el artículo 14 al referirse a “socios/as” y emplear 
expresiones neutras de carácter inclusivo que permitan la visibilización de las 

mujeres. 
 

A lo largo del articulado se citan diversas normas, algunas de ellas 

varias veces. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.7 del Decreto 
24/2009, de 13 de febrero, la primera vez que se cite una norma debe ser con 
su título completo, mientras que en las citas posteriores deberá emplearse 

una fórmula acotada que las identifique, de tal forma que se facilite y agilice 
la lectura del texto. Además, se recomienda emplear siempre la misma cita 

para aludir a una norma. Esto ocurre, por ejemplo, en el artículo 1 con la cita 
en el apartado 6 del artículo 8, del Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, 
del Consell.  

 
Por otro lado, también se advierten erratas en relación con el uso de las 

mayúsculas y minúsculas, a lo largo del texto. A este respecto, se sugiere 
revisar la redacción de palabras como “consejo” o “reglamento”, las cuales 
algunas veces aparecen en mayúsculas y otras en minúsculas. Se recomienda 

a este respecto observar una cierta homogeneidad en cuanto a su redacción. 
 
 En el párrafo octavo línea octava del Preámbulo la denominación 

“Generalitat Valenciana” debería sustituirse por su denominación oficial 
prevista en el Estatut “Generalitat”. 

 
Esta observación se hace extensiva al artículo 25 apartados quinto, 

sexto y noveno. 

 
En el apartado segundo del artículo 40, la referencia al “Diario Oficial 

de la Comunitat Valenciana· debe sustituirse por “Diario Oficial de la 
Generalitat Valenciana.” 
 

Asimismo, en el artículo 2, apartado 2, la coma debe sustituirse por un 
punto. 
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Tras el examen del proyecto de decreto, del Consell, por el que se 

aprueba el Decreto del Consell por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana estima que es conforme 

con el ordenamiento jurídico, siempre que se atienda la observación esencial 
formulada. 

 

 
III 

CONCLUSIÓN 
 
 

Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 

 

Que el proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana es 

conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se atiendan las 
observaciones esenciales formuladas. 

 

 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 

 
 
 València, 17 de junio de 2026 

 
       EL SECRETARIO GENERAL 
 

 
LA PRESIDENTA  

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

HBLE. SRA. VICEPRESIDENTA PRIMERA Y CONSELLERA DE VIVIENDA, 
EMPLEO, JUVENTUD E IGUALDAD  


